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1 de julio de 2021 
 
 
Lcda. Zoraida Buxó Santiago 
Senadora Electa 
Delegación Congresional de Puerto Rico 
zoraidabuxo.pr@gmail.com 
 
 
Estimada licenciada Buxó Santiago: 
 
El 23 de junio de 2021 el Director Ejecutivo de la Oficina de Ética Gubernamental 
de Puerto Rico (“OEG”), Luis A. Pérez Vargas (“Director”), emitió una respuesta a 
su consulta, sobre si, como Delegada Congresional al Senado federal, podía 
continuar desempeñando ciertas obligaciones profesionales en calidad de 
representante de dos personas jurídicas. 
 
En síntesis, en la comunicación emitida por la OEG, el Director reiteró su 
posición en torno a la aplicación de la Ley Núm. 1-2012, según enmendada, 
conocida como “Ley orgánica de la Oficina de Ética Gubernamental de Puerto 
Rico” (“LOOEG”), al establecer que los delegados congresionales serán 
considerados servidores públicos según la definición de dicho estatuto. Es decir, 
a los delegados congresionales les aplicarán las disposiciones contenidas en el 
Capítulo IV de la LOOEG.  
 
Asimismo, la OEG interpretó que corresponde al Gobernador, o en la alternativa, 
a la Administración de Asuntos Federales de Puerto Rico (“PRFAA”, por sus siglas 
en inglés) determinar si las obligaciones profesionales que describió en su 
consulta constituyen un conflicto de intereses1 con sus nuevas funciones 
gubernamentales. En ese escenario, el 29 de junio de 2021 usted solicitó que se 
realizara la evaluación correspondiente sobre la situación antes descrita. A 
continuación, procedemos a evaluar las funciones que usted interesa realizar 
como responsabilidades adicionales a su trabajo como Delegada Congresional a 
tiempo completo.  
 
Entre las obligaciones profesionales privadas descritas en sus comunicaciones 
dirigidas tanto a la OEG como a la Oficina del Gobernador, explica que funge 

 
1 El Artículo 1.2 (n) de la LOOEG define “conflicto de intereses” como aquella situación en la que 
el interés personal o económico está o puede razonablemente estar en pugna con el interés 
público.  
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como presidenta y primera oficial ejecutiva de una corporación doméstica 
familiar establecida por su señora madre, de quien ostenta un poder duradero. 
Tal corporación es regulada por la Administración de Servicios de Salud y Contra 
la Adicción (ASSMCA). También indica que preside una compañía que brinda 
servicios de apoyo administrativo y gerencial, así como consultoría en asuntos 
legales y gubernamentales. Aclara que no solicita autorización para ejercer la 
profesión legal, sino para continuar representando las dos corporaciones 
descritas. Asimismo, manifiesta no tener ningún contrato con el gobierno federal 
ni con gobiernos territoriales de los Estados Unidos.  
 
Específicamente, las gestiones que realiza en la dirección de tales corporaciones, 
incluyen solicitar, requerir, firmar y someter al Gobierno los documentos que 
sean necesarios para cumplir con las leyes y reglamentos aplicables; solicitar, 
requerir, firmar y someter los documentos que sean necesarios para que las 
personas jurídicas sean debidamente compensadas por los bienes o servicios 
prestados; dialogar con las personas que sean necesarias para resolver cualquier 
diferencia y procurar que las controversias no escalen y, potencialmente, 
reunirse para tales fines o para propósitos relacionados con los intereses de tales 
corporaciones.  
 
El Artículo 4.3 (a) de la LOOEG dispone que ningún servidor público aceptará o 
mantendrá un empleo, relaciones contractuales o de negocio, o 
responsabilidades adicionales a las de su empleo o cargo público, ya sea en el 
Gobierno o en la esfera privada que —aunque legalmente permitidos— tengan el 
efecto de menoscabar su independencia de criterio en el desempeño de sus 
funciones oficiales. 

Por consiguiente, es imprescindible que, en el mejor interés público, ningún 
miembro de la Delegación: 1) use las facultades de su cargo o su posición oficial 
para un fin privado o para otros fines no compatibles con el servicio público2; 2) 
acepte otro empleo, se dedique a actividades comerciales, profesionales o de 
cualquier índole que interfiera en el desempeño de sus funciones oficiales o 
cuando le impida prestar una jornada completa de trabajo como Delegado 
Congresional, la cual será de 37.5 horas mínimo semanales; 3) realice funciones 
o tareas que puedan conllevar un conflicto de intereses con sus obligaciones 
como Delegado Congresional según definidas por la Ley Núm. 167-2020, 
conocida como la “Ley para crear la Delegación Congresional de Puerto Rico”; o 
4) ocupe puestos o realice tareas, remuneradas económicamente o no, que 

 
2 Artículo 4.2 (b) de la LOOEG.  
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resulten incompatibles con sus deberes y responsabilidades, excepto aquellas 
gestiones o tareas docentes a tiempo parcial que se realicen fuera de horas 
laborables y que sean autorizadas previamente.  

Más aun, las responsabilidades adicionales que desempeñe un Delegado 
Congresional no deben conllevar ningún tipo de gestión privada ante el Congreso 
o la Rama Ejecutiva del Gobierno federal y no pueden ser acciones que se puedan 
definir como cabildeo, ya que ello pudiera generar conflicto con sus funciones 
oficiales. Lo mismo aplica a gestiones ante las Ramas Legislativa y Ejecutiva del 
Gobierno de Puerto Rico. Además, el Director puntualiza en su comunicación 
que el Artículo 177 del “Código Político de Puerto Rico” de 1902 impide la doble 
compensación. Por tanto, es meritorio advertir que los Delegados no deben 
ostentar contratos de servicios profesionales con el Gobierno de Puerto Rico para 
evitar incurrir en tal práctica proscrita, así como otros conflictos. 
 
Luego de evaluar las responsabilidades adicionales que nos describió, 
determinamos que, el usted continuar desempeñando las actividades antes 
mencionadas, no sería incompatible con sus deberes ni menoscabaría su 
independencia de criterio en las funciones que desempeñará como Delegada 
Congresional. Ello, siempre que cumpla con las normas esbozadas 
anteriormente, incluyendo el no utilizar propiedad pública para el desempeño de 
sus responsabilidades adicionales.  

Expresado lo anterior, no vemos impedimento en que continúe sus labores en 
su carácter profesional privado, siempre y cuando tales actividades se ajusten a 
los parámetros aquí dispuestos. 

En caso de tener alguna duda o pregunta, estamos a su disposición.  
 
Cordialmente, 
 
 
 
Carmen M. Feliciano 
 
c. Sr. Luis A. Pérez Vargas, Director Ejecutivo 

Oficina de Ética Gubernamental de Puerto Rico 
   lperez@oeg.pr.gov 


